
la expansión de numerosos grupos civiles armados en varias partes 
del mundo parece un signo de las transformaciones de los estados 
nacionales en cuanto al uso legítimo de la violencia, así como de 

la aplicación de la justicia en contextos de descentralización y/o priva-
tización de la seguridad. Múltiples grupos asumen tareas de seguridad, 
vigilantismo y justicia en países africanos como Mozambique, Nigeria, 
Burkina Faso o Benin (Jensen y stepputat, 2001; Pratten y sen, 2008; 
Kirsch y grätz, 2010), lo mismo que en países de la región de Indochina 
del sudeste asiático (McDonald y Wilson, 2017; Tyson, 2013). En américa 
latina, los grupos civiles armados, como la guerrilla y las rondas vigi-
lantes, se expandieron tanto como la violencia del Estado que se ejercía 
contra la población civil. Con el tiempo, se vieron envueltos en masacres y 
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la onu, en la medida en que representan la 
imagen de naciones fragmentadas y violentas 
que no encuentran un punto medio entre segu-
ridad y justicia. En México, policías comunita-
rias, grupos de autodefensa y grupos vigilantes 
discretamente armados crecieron expansiva-
mente con la guerra a las drogas, la militari-
zación y la inseguridad. Este artículo analiza 
el surgimiento de varios grupos civiles armados 
e interroga su naturaleza y sus fronteras con 
otras expresiones de violencia armada. Se toma 
el caso de Michoacán como el ejemplo más ade-
cuado para comprender qué está sucediendo en 
torno a la seguridad ciudadana en México. 
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desapariciones (Kruijt, 2010), al igual que algunos grupos civiles africanos 
y asiáticos (Pratten, 2008; arjona, Kasfir y Mampilly, 2015). 

De acuerdo con Hugo Frühling y Joseph Tulchin (2005: 15), después 
de los gobiernos militares y autoritarios, una de las estrategias de institu-
ciones como el Banco Interamericano de Desarrollo o el Banco Mundial 
fue la de financiar programas de policía comunitaria como una forma de 
acercar la policía a la comunidad, luego de las grandes represiones y la 
violencia. Desde entonces, antiguos grupos armados se han reintegrado 
en bandas armadas, paramilitares o escuadrones, y surgieron otros nuevos 
grupos civiles armados bajo el discurso de hacerse cargo de la seguridad, 
cuestionando abierta o implícitamente el papel del Estado. 

En México, la multiplicación de organizaciones civiles armadas tuvo 
su clímax con la aparición de policías comunitarias en el estado de 
guerrero, las cuales sufrieron diversas divisiones que han multiplicado 
grupos comunitarios bajo el contexto del narcotráfico y la militarización 
(Pantoja, 2017). En 2014 nacieron nuevos grupos civiles armados y rondas 
comunitarias en el estado de Michoacán, llamando la atención nacional 
e internacional por las decisiones de suplir la seguridad del Estado y 
erradicar el crimen organizado (le Cour grandmaison, 2016; guerra 
Blanco, 2017). Desde 2016, otros grupos civiles irrumpieron en el estado 
de Morelos para combatir la inseguridad, según sus propias declaraciones. 

En síntesis, los grupos civiles armados de diversos continentes pare-
cen representar la imagen fragmentada y violenta de la nación donde se 
reproducen (Pratten, 2008). Pretenden justicia, seguridad o democracia, 
pero no son claros los métodos usados para eventualmente sustituir el 
Estado de derecho, de manera que frecuentemente llegan a cometer 
violaciones a los derechos humanos que dicen proteger. 

Hasta cierto punto, hay grupos civiles armados dedicados a tareas de 
vigilancia sin aparentes nexos peligrosos, como en zonas étnicas donde 
las policías comunitarias alternas al Estado reivindican demandas sin 
aparentes fines políticos o criminales. sin embargo, la mayor parte de 
los grupos armados están creciendo en contextos de narcotráfico, crimi-
nalidad e intereses político-económicos que ponen en juego una serie de 
dilemas sobre seguridad, justicia y democracia. 

En este artículo pretendemos ampliar la reflexión sobre la necesidad 
de comprender a los grupos civiles armados en contextos de crimen orga-
nizado, los cuales han sido poco estudiados a nivel mundial. lo haremos 
mediante un análisis de las rondas comunitarias y los grupos de autode-
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fensa en el estado de Michoacán,1 México. Tres motivos nos impulsan 
a enfrentar este reto. En primer lugar, nuestra comprensión actual de 
los grupos civiles armados es entenderlos como signos literales de resis-
tencia civil que sobredimensionan la seguridad como un valor neutral y 
apolítico (Huysmans, 2014). En segundo lugar, se tiende a invisibilizar 
las profundas conexiones formales, informales y aun clandestinas con el 
poder público y/o el crimen organizado que pueden generarse en espacios 
densos de delincuencia organizada e intereses económicos. Por último, la 
complejidad espacial en que se incrustan los grupos civiles armados crea 
aspiraciones muy locales de seguridad con fines legítimos, pero cuando 
estos grupos ponen en acción estrategias seguritarias regularmente no 
piensan en el ideal del Estado de derecho, sino en cuestiones prácticas 
que pueden vulnerar más la justicia.

la tesis principal de este artículo es que los grupos civiles armados 
michoacanos guardan una relación histórica muy cambiante y, hasta cierto 
punto, ambigua en relación con el Estado y el narcotráfico. Nunca han 
sido sujetos políticos claramente definidos y aislados unos de otros en el 
espacio local y regional donde operan. Mantienen relaciones estrechas 
de colaboración, amistad o parentesco conforme cambian políticas, afini-
dades e intereses. Ello cuestiona la interpretación de las organizaciones 
civiles armadas a una visión subalterna desconectada de poderes fácticos, 
porque a menudo intentan replicar el orden estatal de una manera prác-
tica, ahondando en violaciones de derechos humanos. Planteo que los 
grupos civiles armados michoacanos encarnaron una nueva modalidad 
de luchas políticas y sociales, que no puede reducirse a una guerra de 
intereses meramente criminales o de resistencia civil. 

En este artículo argumentaré que, más allá del exhibicionismo armado 
para defenderse de victimarios, varios grupos civiles y rondas comuni-
tarias cuestionaron y siguen cuestionando el orden informal construido 
entre la fuerza del Estado y la violencia del crimen, al que se ha visto 

1 Este artículo es resultado de una investigación empírica sobre gobernabilidad, 
seguridad y grupos de autodefensa en el estado de Michoacán (Maldonado aranda, 
2018). El material en que se basa este artículo consiste en un amplio y extendido trabajo 
de campo entre 2013 y 2016, en varias regiones michoacanas, con base en entrevistas 
a actores principales, funcionarios y habitantes en general. En momentos de violencia 
aguda, las entrevistas o conversaciones se realizaron bajo anonimato, para proteger la 
identidad de las personas. 
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sometida la población civil.2 sin embargo, la complejidad de la evolución 
de los grupos civiles armados terminó por transformarlos en un movi-
miento profundamente heterogéneo, contradictorio, a menudo injusto 
y violento, tal como lo han analizado autores como Nicholai Hart lidow 
(2016) en el caso de liberia, cuando grupos civiles llegaron a imponer 
gobernanzas rebeldes. Explorar los intersticios y los desenlaces de un 
tipo de gobernanza rebelde forma parte del esfuerzo por comprender 
qué tipo de seguridad se concibe y se quiere construir desde lo local, y 
hasta dónde el esfuerzo del Estado por construir una seguridad unívoca, 
sin tomar en cuenta las divergencias regionales, termina por provocar 
otros tipos de violencia o desigualdades. 

El texto está dividido en varios apartados, en los cuales se analizan las 
trayectorias de algunos grupos civiles armados, sus contextos, cambios, 
contradicciones, y los proyectos que pretendieron institucionalizarlos. 
Concluye con algunas reflexiones comparativas sobre su futuro. 

ESTADO y CRIMEN ORGANIzADO

a finales de 2006, México entró en una guerra contra el crimen organiza-
do que prácticamente militarizó la sociedad e impuso estados de sitio. En 
ningún periodo de la historia moderna los aparatos de seguridad estatal 
habían tenido tanto poder y dinero como durante los sexenios de Felipe 
Calderón Hinojosa y de Enrique Peña Nieto (lópez, 2017). a escasos 
días del inicio del mandato de Calderón, se anunció la primera estrategia 
nacional contra la violencia en Michoacán, donde los enfrentamientos 
armados con el crimen organizado habían contribuido a incrementar las 
tasas de violencia de forma alarmante. la militarización de la sociedad 
michoacana implicó el desplazamiento de civiles por militares a cargo 
de direcciones de seguridad pública municipal y estatal. Pese a ello, los 
enfrentamientos armados y la violencia criminal no disminuyeron. Desde 
2000, el cártel de los Zetas penetró en el territorio michoacano con el fin 
de controlar el mercado ilegal de droga, pero se enfrentó contra organi-
zaciones locales que terminaron desterrándolo. De dichas organizaciones 

2 la composición de los grupos civiles armados fue muy diversa y heterogénea. En 
este artículo me referiré a los grupos civiles de acuerdo con su autoadscripción terri-
torial; algunos fueron señalados públicamente por mantener relaciones con el crimen 
organizado, mientras que otros fueron menos cuestionados y más interesados en la se-
guridad local. 
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nació la Familia Michoacana, en plena lucha militar contra el narcotráfi-
co, extendiendo su dominio durante el sexenio de Calderón. El hecho de 
que la Familia Michoacana y, posteriormente, los Caballeros Templarios 
hayan podido sobrevivir a las campañas oficiales de desarticulación no 
sólo fue una cuestión de habilidad criminal, sino resultado de las formas 
en que el crimen organizado se ha incrustado entre la población civil y el 
gobierno. Este elemento permite dimensionar parte de la historia detrás 
de los grupos civiles armados y qué tipo de reivindicaciones enarbolan 
en ciertos contextos. Un breve panorama histórico puede ayudarnos a 
comprender cuáles son esas relaciones construidas y cómo influyeron en 
el surgimiento y la evolución de los grupos civiles armados. 

En 1959, la secretaría de la Defensa Nacional (sedena) envió un 
batallón de infantería a la región de Tierra Caliente (desde entonces 
principal centro de operaciones del narcotráfico), con el propósito de 
combatir el narcotráfico y la violencia. Entre 1959 y 1965 resaltan tres 
aspectos. El comandante del batallón redactó en boletines mensuales que, 
primero, el combate al narcotráfico ameritaba la aplicación de una gue- 
rra irregular diferente a los protocolos castrenses de ese tiempo.3 la 
guerra irregular significaba que, dada la geografía, el desarme a campo 
abierto, asaltos armados a patrullas militares, no se podía operar con 
manuales que pusieran en juego la vida de los soldados. segundo, el 
problema del narcotráfico no podía erradicarse sin que no se ejerciera 
acción penal expedita para aquellos que habían sido capturados, pues 
más tardaban en aprehenderlos que en soltarlos por artificios legales. 
se afirmaba que el narcotráfico tampoco podría ser erradicado sin com-
batir los nexos con el poder público, pues varios traficantes gozaban 
de protección política desde Morelia. Tercero, debido a que el combate 
contra el narcotráfico dependía de permanencia militar en el campo  
y de un contacto estrecho con la población civil, el comandante, en lugar 
de seguir enviando tropas a destruir cultivos ilícitos y desarmar a civiles 
en condiciones difíciles que costaban la vida a los soldados, ideó la estra-
tegia de reclutar a los propios pobladores para entrenarlos, adiestrarlos y  
reenviarlos a sus localidades para que ellos mismos combatieran a los 
delincuentes y traficantes (Veledíaz, 2010). 

3 En el trabajo realizado en el archivo Histórico del Poder Ejecutivo del Estado de 
Michoacán (AhpEEM), se identificaron 17 boletines militares escritos por el comandante 
del batallón, además de numerosa documentación oficial. Para un análisis más extenso, 
véase Maldonado aranda, 2010. 
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aunque no conocemos los resultados prácticos de dicho plan, debido 
a que el batallón fue trasladado a Iguala, guerrero, nos parece que esta 
experiencia evidencia relaciones complejas entre población rural, fuerzas 
estatales y narcotráfico. Cuando el comandante planeaba el reclutamien-
to, también fueron muy importantes las llamadas defensas rurales, las 
cuales gustaban de “placearse armados” en los pueblos sin recato alguno, 
según Juan Veledíaz (2010).4 aunque el ejército debía realizar revisiones 
periódicas de dichos cuerpos de defensa rural, muchas veces operaban 
sin control. la historia agraria contiene episodios contrastantes de cómo 
algunas defensas rurales terminaron siendo el gatillo fácil de intereses 
faccionales de distinto signo.5 Por ejemplo, en un telegrama fechado el 10 
de septiembre de 1965, solicitantes de tierras de Coalcomán denunciaron 
ante el gobernador estar siendo víctimas de los terratenientes “en virtud 
de tener ellos las armas de la Defensa Rural”.6

Estas experiencias históricas conllevan varios aspectos sobre la tras-
cendencia de los grupos civiles armados. En primer lugar, las formas de  
reclutamiento que el comandante llevó a cabo reprodujeron códigos 
de justicia privada y de organización comunitaria que trascendieron 
con el tiempo. En segundo lugar, ningún tipo de lucha armada podría 
practicarse sin tomar en cuenta las relaciones del Estado con el poder 
informal, ya fueran caciques, narcotraficantes o ambos.7 En tercer lugar, 
ya que sabemos que varias regiones michoacanas estaban dedicadas al 
cultivo de droga, el poder fáctico del narcotráfico implicaba una red de 
complicidades y silencios entre la población civil que aseguraba cierta 
supervivencia. Por lo tanto, la organización de la violencia a nivel local 

4 las defensas rurales, tal como lo mencionaremos más adelante, fueron milicias 
armadas creadas bajo la ley de dotación agraria, con el fin de proteger sus territorios y 
recursos naturales. si bien tuvieron alguna participación en la formación de las llamadas 
autodefensas, que nacieron en febrero de 2013, no son grupos idénticos. En Maldonado 
aranda (2010) se relatan varios casos de la actuación de las defensas rurales en conflictos 
agrarios.

5 Dos ejemplos: 1. En Zárate Hernández (2001: 175) se menciona el caso de la 
intervención de miembros de la defensa rural de la comunidad indígena de santa Fe 
de la laguna, municipio de Quiroga, en un enfrentamiento armado contra pistoleros, 
posiblemente contratados por ganaderos del mismo municipio en un pleito agrario. 2. 
Raby (1968: 204) indica que en 1937 un grupo de defensa rural de guerrero se enfrentó 
contra pistoleros de caciques por proteger a maestros rurales que apoyaban solicitudes 
de ejido de campesinos. 

6 AhpEEM, caja 6, exp. 5.
7 algunos casos emblemáticos de caciques dedicados al narcotráfico, en Maldonado 

aranda, 2010: 289. 
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y regional alrededor de estos elementos constituyó el escenario perfecto 
para la generación de formas de defensa civil, en las que casi nadie de 
los pobladores estaba exento del uso de armas como signo de poder, 
masculinidad, protección personal y un medio de justicia privada. De 
hecho, miles de documentos del archivo histórico retratan la violencia 
rural por vendettas. 

De esta forma, sociedades rurales insertas en el narcotráfico se dis-
tinguieron por estar ampliamente armadas y dispuestas a luchar por sus 
intereses, pasiones y protección. Carlos Flores (2009: 171) documenta la 
operación llamada Pulpo, realizada durante la década de los años setenta; 
el autor narra las dificultades del ejército para combatir el narcotráfico 
debido a los caciques y grupos armados de las comunidades rurales, de 
manera que eran objeto de enfrentamientos armados en medio de la 
sierra o tenían que negociar el paso de droga a cambio de dinero. Como 
veremos más adelante, la fuerza armada estatal, el narcotráfico y los pode-
res locales dieron lugar a un campo de poder complejo y dinámico, al que 
los pobladores tenían que adaptarse para sobrevivir, legitimando formas 
de violencia que no necesariamente obedecían al formalismo jurídico. 
Para visualizar las formas de autodefensa que surgieron de estos órdenes 
informales, profundizaremos en la región del sur de Michoacán, con el 
fin de comprender cuál es el significado de los grupos de autodefensa 
en contextos de violencia criminal. 

EL SUR DE MIChOACáN

las campañas del ejército contra el cultivo y el trasiego de droga en 
Michoacán se enfrentaron a una situación mucho más compleja que 
difícilmente pudo ser visualizada en toda su magnitud. En regiones con 
cultivos ilícitos también proliferaron mercados ilegales. El narcotráfico 
convivía ampliamente con economías ilícitas de madera, tabaco, minería, 
droga y armas. En medio de estos mercados ilegales, diversos grupos so-
ciales desarrollaron experiencias de defensa, resiliencia y adaptación para 
enfrentar situaciones adversas, dado que las instituciones de procuración 
de justicia no existían al alcance de las manos o estaban cooptadas. son 
estas experiencias sociales el sedimento que ha compuesto el resurgi-
miento del Michoacán armado de nuestros días. 

Desde las décadas de los años sesenta, setenta y particularmente los 
ochenta, las luchas contra el narcotráfico por el Estado en las que se vio 
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involucrada la población civil dieron lugar a fuertes conflictos y moviliza-
ciones sociales. En medio de enfrentamientos armados para erradicar el 
narcotráfico, se desarrollaron conflictos postelectorales en 1988 y 1989, 
donde las sociedades rurales estuvieron dispuestas a enfrentar la fuerza es-
tatal con armas en mano, debido al famoso fraude electoral y la represión. 
El narcotráfico regional, proclive a ideas de la entonces oposición par-
tidista, comenzó a apoyar a algunos líderes populares e incluso a armar 
pobladores contra la represión estatal, que llegaba a sitiar poblados por 
varios días. similarmente, el ejército repartió estratégicamente decenas 
de partidas militares en lugares donde se presumían fuertes conflictos 
postelectorales. literalmente llegaron a imponerse estados de sitio. Tan 
sólo entre 1989 y 1994, fueron asesinados o desaparecidos alrededor de 
50 líderes políticos michoacanos, muchos de los cuales eran originarios 
de Tierra Caliente (Beltrán del Río s/f: 19).8 Durante esos años, el ejército 
lanzó aguerridas campañas contra el narcotráfico y la delincuencia. En 
1988 y 1989, la erradicación de cultivos de droga y trasiego aumentó 
significativamente; las cifras superaron el total de decomisos y asegura-
miento de droga de toda una década (Maldonado aranda, 2012). Ello 
significó un despliegue inmenso de las fuerzas armadas precisamente en 
un momento de guerra de baja intensidad, en que la movilización social 
contra el fraude electoral se tornaba más enconada y las armas salían a 
relucir en cualquier momento. 

Durante los años noventa, las relaciones entre los pobladores rurales, 
las fuerzas estatales y el narcotráfico cambiaron dentro del campo político. 
El problema del crimen organizado había escalado a niveles superiores, 
debido a la creciente demanda internacional de droga, los nuevos nexos 
con cárteles colombianos para el trasiego de cocaína y la expansión de 
cultivos de droga en Michoacán. Pronto surgieron los primeros esfuerzos 
por transformar a los traficantes en grandes organizaciones criminales. 
El cártel del Milenio fue el primero en tejer redes de conexión política y 
económica más sofisticados. Posteriormente, los Zetas crearon un empo-
rio criminal mediante la extorsión y el secuestro. Conforme los cárteles 
se transformaron en organizaciones criminales sofisticadas e integradas 
por la misma población rural para tareas de vigilancia, la violencia tam-
bién cambió significativamente. Después de que el cártel del Milenio 

8 Maldonado aranda (2010) reconstruye el caso de un candidato a la presidencia 
municipal de apatzingán en 1989, quien estaba dispuesto a luchar con armas en mano 
para defender su victoria electoral.
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fue fracturado y los Zetas dominaron por un corto tiempo, la Familia 
Michoacana reprodujo una estructura criminal más sofisticada e involucró 
a grupos de la población en sus filas, como sicarios. 

Cuando la Familia Michoacana se debilitó en 2010, por medio de 
fuertes campañas federales en su contra y conflictos internos, la reem-
plazaron los Caballeros Templarios. Esta organización criminal se dio 
a conocer mediante un discurso público de defensa de los michoacanos 
frente a la violencia. los Templarios volvieron a integrar grupos de sica-
rios muy bien estructurados sobre la base de liderazgos fuertes y un fervor 
religioso que, excéntricamente, inculcó entre la organización delictiva. 
Cuando los Templarios lograron convertirse en el cártel más poderoso, 
sus grupos milicianos practicaron estilos de lucha, tortura y desaparición 
muy similares a los paramilitares centroamericanos (Kruijt, 2010). Des-
afortunadamente, la violencia también era ejercida por la fuerza estatal, 
en situaciones perversas de desconfianza y venganza. 

En resumen, lo que parece una constante histórica de estas socieda-
des rurales es que la única fuente de justicia o la más efectiva, el único 
medio para obtener un poco de tranquilidad local, era un cierto tipo de 
actitud de defensa, resistencia o resiliencia, ya fuera a nivel familiar o 
comunitaria, que posibilitara sortear las violencias entre la militarización 
y el narcotráfico. las rondas comunitarias habían respondido a diversas 
formas de violencia intracomunitaria, del Estado y el narcotráfico, tal 
como los nahuas de Ostula, documentados por John gledhill (2017). 
los grupos de autodefensa vieron cuestionados sus valores de propie-
dad, familia y moral, que soportaban un tipo de legitimidad social de la 
violencia. Por lo tanto, cuando los Templarios llegaron a cometer atro-
cidades entre la población, trastocaron varias estructuras sociales de la 
violencia, legitimadas por el honor, la valentía y la justicia, lo que hizo 
posible una respuesta comunitaria. Este ambiente rodeado de pólvora 
parecía confirmar que se estaba configurando un nuevo campo de batallas 
civiles armadas.9

9 Para un análisis más amplio de los grupos de autodefensa, véase el informe de la 
Comisión Nacional de Derechos Humanos: <http://www.cndh.org.mx/sites/all/doc/Infor-
mes/Especiales/2016_IE_gruposautodefensa.pdf> [última consulta: 9 de noviembre de 
2017]. 
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GRUpOS CIVILES ARMADOS

El año 2011 es recordado como una fecha lamentable para Michoacán. En 
ese año se inició un proceso de reconfiguración de la hegemonía política 
y criminal de profundas consecuencias: el nacimiento de los Templarios; 
el desplazamiento del Partido de la Revolución Democrática (pRD) de la 
gubernatura por parte del Partido Revolucionario Institucional (pRI) y 
una reconfiguración espacial del poder regional y local bajo soberanías 
criminales (Pansters, 2015).

De 2011 a 2013, los Templarios habían corroído las economías re-
gionales más dinámicas y cooptado instituciones locales, mientras que 
el gobierno estatal y el municipal habían dejado la seguridad local a 
cuerpos policiales coludidos con el crimen. Conforme los Templarios 
fueron ampliando el control de instituciones estatales y la criminalidad 
común, también pudieron escalar a otras esferas, como el dominio de 
poderosas economías transnacionales (aguacate, berries, minería, ma-
dera, cítricos, etcétera), montando sobre ellas economías criminales a 
través de extorsión, secuestro, desposesión de propiedades, control de 
precios, de acuerdo con gledhill (2017). En este contexto, la violencia 
criminal logró dominar la vida pública y pueblerina, transformando 
ampliamente el orden informal en el que las personas se acomodaban 
de una u otra forma entre las violencias. Todos los agravios morales 
en forma de expulsión de personas de su lugar de origen, extorsión, 
secuestro, presiones criminales a políticos para protegerlos, cobro de 
cuotas a los ayuntamientos, etcétera, del nuevo orden criminal se habían 
generalizado entre la población, formando parte de la tormenta perfecta 
que posibilitó el surgimiento de los grupos civiles armados.

En este contexto, el primer experimento formal de grupos civiles 
armados comenzó a fraguarse desde 2009, cuando en el municipio de 
Cherán se generó una pugna intestina entre liderazgos políticos de los 
partidos. Por primera vez el pRD perdió la presidencia municipal contra 
el pRI, lo que generó varios asesinatos y desapariciones que no fueron 
aislados de la violencia organizada. En 2011, las pugnas políticas se in-
terrelacionaron con añejos conflictos agrarios y la violencia criminal. así, 
en la cabecera municipal de Cherán se inició un movimiento social en 
contra de la tala clandestina del bosque comunal, protegida por el crimen 
organizado. Ello dio lugar a la expulsión de autoridades municipales y la 
formulación de un proyecto de gobierno de usos y costumbres. Mediante 
una controversia constitucional ante la suprema Corte de Justicia, se 
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expulsó a los partidos políticos y el pueblo eligió su propio gobierno a 
partir de representantes barriales. 

El caso es emblemático porque es el primer municipio cuyo movi-
miento social auspició una ronda comunitaria, bajo el discurso del crimen 
organizado para luchar por el control del orden local. la ronda fue un 
actor armado muy importante en los enfrentamientos por el poder muni-
cipal y del bosque en particular. De acuerdo con información periodística, 
la ronda fue entrenada por un soldado del ejército originario del mismo 
municipio indígena. Un reportaje menciona: “al principio, se dice, fue 
uno de los pobladores de Cherán, un ex militar el que a regañadientes 
aceptó enseñar lecciones básicas de protección personal a sus compañeros. 
Pero ahora, después de la visita de las policías comunitarias de guerrero 
y de la Policía Federal, deberían tener entrenamientos regulares como 
cualquier policía del país”.10 Este tema es muy importante porque al 
principio la ronda se presentó públicamente como un grupo de hombres 
con armas viejas y palos, pero rápidamente, conforme crecían las tensio- 
nes internas, llegó a portar armas de grueso calibre, e incluso algunos de 
sus integrantes vestían uniformes militares de imitación.

Después del reconocimiento oficial del gobierno tradicional, la ronda 
se instituyó como el cuerpo de seguridad mediante el cual se cuida el 
bosque y a la ciudadanía. Trabaja en coordinación con la Procuraduría 
para atender delitos de fuero común y federal, y supervisa castigos por 
delitos menores otorgados por las autoridades locales. Desde 2011, las 
rondas comunitarias se extendieron a la región indígena en medio de 
conflictos agrarios, políticos y de delincuencia de larga data.11 lo más 

10 silvia lee, “Cherán, un año de la defensa de la montaña”, en <http://www.sin-
embargo.mx/14-11-2012/428983> [última consulta: 13 de junio de 2018]. además de 
lo anterior, durante una conversación mía con un habitante de la cabecera de Cherán 
(en septiembre de 2015), éste comentó, bajo reserva de anonimato, que un miembro del 
Primer Consejo Mayor fue parte del ejército y quien entrenó a la ronda. Fungió como re-
presentante ante las autoridades estatales y federales, además de que presidió el Consejo 
de Honor y seguridad, y se le tomaba opinión de cualquier operación armada. 

11 Por ejemplo, el caso de la comunidad indígena de Cherato, perteneciente al 
municipio de los Reyes, es muy interesante, ya que se encuentra ubicada en la frontera 
de la zona indígena con otra región de tipo mestizo. la ronda comunitaria que ahí se 
formó ha tenido un papel estratégico en la región, pues su ubicación geográfica ha 
posibilitado que propietarios de huertas aguacateras se beneficien principalmente con 
el puesto de control y vigilancia de la ronda. algunos empresarios agrícolas aportaron 
cantidades de dinero para pagar por la vigilancia o enviar a personal de sus empacado-
ras al puesto de control. Problemas más profundos también dieron origen a la ronda, 
ya que Cherato mantiene pleitos agrarios con otro pueblo al que está subordinado ad-
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significativo de los casos quizá radique en que es la primera vez que las 
disputas políticas y agrarias se libran en medio de una lucha soterrada 
por el control de los aparatos de seguridad local bajo el discurso del 
crimen organizado. 

DE LAS RONDAS A LAS AUTODEfENSAS

En el mismo año en que surgieron las rondas en la región purépecha, en 
la comunidad nahua de Ostula, municipio de aquila, también se dio a 
conocer la policía comunitaria. la tala ilegal del bosque y la explotación 
minera de tierras comunales reactivaron la policía comunitaria que ha-
bía funcionado años atrás, tal como gledhill (2017) lo ha documentado. 
al igual que en Cherán, la comunidad de Ostula se enfrentó a fuerzas 
armadas estatales y grupos criminales mucho más peligrosos. Estas ex-
periencias fueron reivindicadas, al menos ideológicamente, por grupos 
civiles armados que dos años más tarde florecieron en otras regiones 
serranas o mestizas. 

En el municipio de Tepalcatepec y la comunidad de la Ruana, del 
municipio de Buenavista, de la región de Tierra Caliente, el 24 de febrero 
surgieron grupos civiles armados en contra de la inseguridad. lo más 
llamativo de los grupos civiles armados fue la portación de un sofisti-
cado armamento, con costosas camionetas, dispuestos a expulsar a sus 
victimarios. En pocas semanas las autodefensas lograron expandirse a 
nivel regional, donde los sicarios habían destrozado familias, economías 
e instituciones. al menos tres actores jugaron un papel significativo en 
el movimiento. Uno de ellos fueron los grandes empresarios agrícolas, 
comerciantes, ganaderos, agricultores y migrantes exitosos. si tradicio-
nalmente habían sido un sector cautivo en cuanto a cuotas ilegales, este 
sector adinerado parece que ya no estuvo dispuesto a seguir soportando 
más exigencias ni a aceptar extorsiones de los Templarios. 

Esta situación tuvo lugar en el mismo año en que el precio del limón 
había bajado drásticamente en el mercado, el comercio del ganado se 

ministrativamente. Más aún, Cherato cuenta con tierras comunales cuya ubicación geo-
gráfica es estratégica para la producción de aguacate y que colindan con otras huertas 
de propiedad privada. así, una razón del origen de la ronda comunitaria es la tensión 
agraria por el uso y el destino de la propiedad y su usufructo, además de que Cherato 
se ha convertido en un punto central que controla el ingreso y salida a la región indí-
gena, precisamente porque las bandas criminales accedían para cometer extorsiones, 
secuestros y robo de madera. 
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redujo por las cuotas ilegales y la economía del aguacate estaba ante un 
proceso de cooptación preocupante que amenazaba el comercio inter-
nacional. De esta manera, varios grupos económicos poderosos estaban 
detrás de algunos grupos de autodefensa, financiándolos y organizán-
dolos en cuadrillas para vigilar las entradas y salidas de los pueblos y 
sus negocios. Estos grupos económicos aprovecharon la indignación de 
cientos de pobladores por la violencia contra ellos y sus familias, como lo 
registraron Romain le Cour grandmaison (2016), salvador Maldonado 
aranda (2014) y Édgar guerra Blanco (2017).

El ejército también jugó un papel central en el surgimiento de las 
autodefensas. En la década de los años sesenta del siglo XX, llegó a la 
región para combatir el narcotráfico, y desde entonces sigue presente en 
distintas modalidades. Es claro que se ha acomodado a las distintas con-
figuraciones del orden informal dominante durante el tiempo que lleva 
ahí. sus posiciones con la población y el narcotráfico cambian de acuerdo 
con los ciclos de mayor o menor predominio de los cárteles, la visión de 
los comandantes regionales y la misma presión de la sociedad regional 
para tolerar (o no) el uso de armas para su defensa, el cultivo de droga y 
las injusticias. Cuando surgen las autodefensas, su posición fue ambigua; 
al parecer, una fracción castrense conoció de cerca los preparativos del 
movimiento, pero otras fracciones no fueron informadas de los arreglos, 
según algunos líderes. Con mucha reserva, tanto responsables autode-
fensas como personas cercanas a ellos han filtrado datos que, de manera 
inverosímil, apuntan a que, al principio, los fundadores del movimiento 
sostuvieron pláticas con miembros del ejército destacados en la región de 
Tierra Caliente y sierra. El líder Hipólito Mora informó que se reunió 
con un alto miembro del ejército antes del levantamiento, y que obtuvo su 
apoyo. Dijo también haber negociado que el día del levantamiento sería 
enviado un grupo de militares para evitar cualquier situación inesperada 
en la reunión pública con el pueblo.12 

En uno de los primeros enfrentamientos que se suscitaron en la 
Ruana, el gobierno federal rechazó el uso de armas por parte de las 
autodefensas, pero la población se quejó de cómo era posible que en 

12 según Maerker (2014: 13), al igual que las conversaciones de Hipólito Mora con 
un militar de alto rango de la zona militar de apatzingán, lo mismo sucedió en Tepalca-
tepec: “Un patrullaje oportuno facilitó la rebelión de 1 400 ganaderos…” Más adelante 
indica: “la relación parecía depender del coronel que estuviera al frente de los destaca-
mentos. En Coalcomán la relación fue muy tensa. ‘Ese coronel no entiende’, se quejaba 
Misael”.
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un principio el ejército había armado al pueblo para defenderse de 
los Templarios y luego querían quitárselas.13 En entrevistas realizadas 
por mí, se ha sugerido que algunos militares vendieron armamento a 
las autodefensas, decomisado a los Templarios, pero no hay evidencia 
concreta. Por su parte, el “Comandante Cinco”, un importante ex líder 
de autodefensas, aceptó públicamente: “Yo he sido militar y sé que nos 
capacitan para resistir la presión y que no nos salgan tiros a lo pendejo 
[...]”.14 Raúl Zepeda gil (2016: 137) le hizo otra entrevista en la que “na-
rra que fueron entrenados por algunas semanas en instalaciones militares 
y después se incorporaron a las tareas de búsqueda e inteligencia”. Otro 
integrante de las autodefensas de Tepalcatepec comentó en una entrevista 
periodística: “Desde meses antes del surgimiento de las autodefensas, el 
gobierno se comenzó a reunir con la gente de ‘Tepeque’. las reuniones, 
a las que acudían militares, se hacían en un salón de fiestas que es de 
Farías, el cual está en la salida a Coalcomán”.15 

En relación con el ejército, algunos grupos o líderes de la defensa 
rural también jugaron un papel relevante en el levantamiento.16 En una 
entrevista hecha por mí, un integrante de la defensa rural de la región 
de apatzingán, bajo anonimato, comentó que algunos de ellos habían 
asesorado a integrantes de grupos de civiles armados, de manera que 
no se enterara la comandancia estatal de la defensa rural, por temor a 
represalias. la sede de la defensa rural de la región de apatzingán es la 
segunda más importante del estado, luego de la región de Zacapu, que 

13 Maerker narra que el día 7 de marzo, fecha en que el ejército pretendió desarmar 
las autodefensas en la Ruana, la hermana de uno de los cortadores de limón que fue 
detenido le dijo a una periodista colaboradora de Maerker: “los soldados aquí estaban y 
los estaban apoyando, hasta los estaban entrenando, diciéndoles que hicieran esto y que 
hicieran lo otro… Todo parece indicar que el apoyo de los mandos y soldados presentes 
en la zona fue a iniciativa propia y no siguiendo órdenes superiores”. En la “toma” de 
Tancítaro, por parte de los autodefensas, se menciona que un grupo de éstos “fue infil-
trado una noche anterior del levantamiento oculto en camionetas de la Policía Federal” 
(2014: 33). 

14 <http://www.milenio.com/firmas/carlos_marin/justicieros-michoacanos-
Pais_18_230556974.html> [última consulta: 3 de diciembre de 2017].

15 <http://www.jornada.unam.mx/2014/02/09/politica/004n1pol> [última consulta: 
24 de agosto de 2017].

16 las defensas rurales son los mismos grupos que hemos analizado al principio del 
artículo.
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concentra alrededor de 1 000 integrantes afiliados, mientras que la de 
apatzingán, alrededor de 500.17 

Después de que se hizo público el caso de que el comisionado al-
fredo Castillo18 supuestamente se había reunido en Tepalcatepec con 
una persona apodada “El abuelo”, para negociar algún posible acuerdo 
sobre las autodefensas, dicho personaje fue identificado como miembro 
de un grupo de defensas rurales que, según se dijo, estuvieron detrás 
del movimiento de autodefensas, entrenando gente y apoyando logísti-
camente.19 Posteriormente, cuando las autodefensas se transformaron 
en policía rural, volvió a difundirse que “El abuelo” estuvo al frente del 
entrenamiento de policías rurales, pero que él no formaría parte de ellas, 
ya que había cumplido una sentencia por narcotráfico. 

En síntesis, el elenco de actores evidencia que había más de un grupo 
de poder con brazos armados alrededor de las autodefensas. Estos datos 
apuntan que, en realidad, desde su inicio, estaban siendo objeto de lu-
chas internas por cambiar la hegemonía político/criminal edificada desde 
2011. además del ejército, grupos económicos y la defensa rural, algunos 
ex líderes de cárteles disfrazados de comunitarios, sicarios arrepentidos, 
perdonados e infiltrados, movieron los grupos civiles hacia ciertos fines 
particulares. Dentro de nuestras pesquisas, también fueron identificados 
por lo menos cinco ex presidentes municipales de filiación perredista que 
eran líderes de grupos en sus regiones, tal como en Coalcomán y aguililla. 
Estos actores difícilmente podían actuar sin consultas, conversaciones o 
alianzas con grupos políticos de alcance regional y estatal. 

Dados estos elementos, podemos afirmar que había un proceso de 
contestación a la hegemonía político/criminal implantada por los Templa-
rios en 2011, por parte de varios grupos civiles, rondas y actores sociales. 
Por lo tanto, el movimiento de autodefensas no hubiera sido posible sin 
una alianza tácita o velada entre el sector empresarial agrícola, ex miem-
bros de antiguos cárteles expulsados de la región, algunos políticos, un 
sector muy específico de las fuerzas castrenses y de la Defensa Rural,20 los 

17 Entrevista realizada bajo anonimato a un hombre de aproximadamente 60 años 
de la región de Tierra Caliente, el 5 de agosto de 2015. 

18 Nombrado por el gobierno federal en enero de 2014 para atender las autodefen-
sas y emprender un proceso de desarticulación del crimen organizado.

19 El líder Hipólito Mora ha reconocido que conocía a “El abuelo” y que éste ayudó 
a preparar a las autodefensas desde su posición de líder de las históricas defensas rurales.

20 las relaciones entre el sector empresarial regional y las fuerzas castrenses han 
sido, por lo general, de buen entendimiento. la inseguridad ha provocado que sus víncu- 
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cuales aprovecharon y capitalizaron el agravio social a nivel comunitario 
para cambiar el orden informal impuesto entre la fuerza del Estado y la 
violencia del crimen. así, no estamos ante un fenómeno de paramilita-
rismo atribuido a una estrategia oficial, ni ante una lucha civil armada 
subalterna desvinculada del juego del poder político y criminal. Estamos 
ante un nuevo ciclo de luchas político/armadas en que la legitimidad de 
la violencia se encuentra en debate.

LA pOLICíA RURAL

En enero de 2014, el proceso de contestación a la hegemonía político/
criminal llegó a su límite. Tras la “toma” de nuevas localidades de Tierra 
Caliente por parte de autodefensas, se desataron varios enfrentamientos 
armados y bloqueo de carreteras con camiones incendiados, que ocasio-
naron varias muertes entre la población civil.21 Conforme se controló la 
situación, el gobierno nacional finalmente declaró que las autodefensas 
tenían que ser regularizadas y no podían seguir armadas, imponiendo sus 
propias reglas. se dio instrucciones al ejército de desarmarlas, pero nue-
vamente la población respondió con enojo, como en ocasiones anteriores. 
las tensiones volvieron a desatarse, lo que provocó la muerte de varios 
civiles. Este hecho marcó un punto de inflexión y una estrategia distinta, 
ya que los grupos civiles armados se habían replicado en otros puntos 
del país, además de la infiltración criminal del movimiento armado. El 
gobierno resolvió nombrar un comisionado federal para restablecer la 
seguridad en Michoacán.

Tras el nombramiento del comisionado, las autodefensas se convir-
tieron en el tema prioritario del restablecimiento de la gobernabilidad 
rebelde (arjona, Kasfir y Mampilly, 2015). El primer paso fue una 
convocatoria para la coordinación entre todas las fuerzas armadas para 
enfrentar el crimen organizado. Esto fue el inicio del proceso de legali-
zación de los grupos civiles, en el entendido de que no podían actuar al 
margen del gobierno, pero sí con armas y de forma organizada y coor-
dinada con las fuerzas del Estado (De Mauléon, 2014). 

los sean más estrechos, con el fin de contar con mayor protección, al mismo tiempo que, 
para los militares, los empresarios son una pieza fundamental en sus relaciones con sec-
tores de la población donde están asentadas sus bases. 

21 Estos hechos se conocieron como la “toma” de Parácuaro y Nueva Italia.
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El comisionado llegó en un momento clave en que los diversos 
grupos civiles podían tomar decisiones arriesgadas, como de hecho ya 
estaba sucediendo, sobre alianzas inconfesables; entonces se daría inicio 
a una paramilitarización en el sentido colombiano documentado por 
María Teresa landeros (2015), ya fuera que el sector empresarial usara 
grupos civiles armados para protegerse o que el ejército tomara partido 
por tolerar a algún grupo armado en aras de restablecer la seguridad. 
los Templarios, todavía fuertes bajo el liderazgo de “la Tuta”, podrían 
ganar la partida, puesto que seguían controlando áreas muy importantes 
de la economía criminal, ya que sus “jefes de plaza” lograron negociar o 
protegerse hábilmente de la limpieza social de las autodefensas. algunos 
grupos de autodefensa propusieron desarticular el crimen organizado, 
pero en realidad hacer el trabajo sucio para el ingreso de otros cárteles. 
Era el momento más delicado acerca del futuro de la seguridad regional. 

así, las primeras negociaciones puestas en práctica entre las autode-
fensas y el comisionado tenían como finalidad contener el movimiento 
armado. se acordó que las autodefensas se incorporaran a cuerpos de 
defensa rural regulados por el ejército; se aceptó registrar las armas, 
mientras que el ejército se comprometió a proporcionar herramientas de 
comunicación, traslado y operación técnica. Todo fue aceptado, excepto 
que el ejército y la dirección estatal de defensa rural afiliaran a autode-
fensas a sus organizaciones. sectores del primero siempre miraron con 
malos ojos a algunos autodefensas, pues implícitamente pusieron en cues-
tión su control de la seguridad regional, algo por lo que no estaban muy 
contentos, después de todo. además, si efectivamente alguno que otro 
autodefensa mantenía pláticas con líderes criminales, la corporación tenía 
suficiente razón para dudar de las demandas legítimas del movimiento. 

Conforme avanzó 2014, el comisionado y el Consejo general de au-
todefensas, órgano que aglutinaba a todos los grupos y facciones, fijaron 
una fecha para dar por concluidas las demandas del movimiento armado, 
con la condición de erradicar la criminalidad. En estos mismos meses 
se agudizaron los problemas internos entre los grupos de autodefensa; 
la infiltración había rebasado las declaraciones de los líderes; algunos 
grupos estaban comenzando a tejer redes de protección de traficantes 
locales. Este tipo de problemas incrementó el grado de incertidumbre 
del movimiento; el principal líder, José Manuel Mireles, había sufrido un 
accidente que lo había alejado del debate, y tras su recuperación se des-
conoció su papel y se le expulsó del movimiento. Frente a esta situación, 
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el comisionado negocia un plazo perentorio para la institucionalización 
de los grupos de autodefensa.

Con base en argumentos de que el gobierno nacional estaba cum-
pliendo varios acuerdos y demandas de las autodefensas (el gobernador 
interino fue sentenciado penalmente por presuntos vínculos con los 
Templarios, así como dos presidentes municipales y varios funcionarios), 
se acordó en una inédita reunión que la fecha final de desarme sería el 
10 de mayo de 2014.22 El comisionado estaba ganando terreno e impo-
niendo varios puntos de la agenda de negociación por las fracturas del 
movimiento, en parte incentivadas por él, por lo que las relaciones de 
colaboración fueron deteriorándose, al grado de generarse una división 
de grandes proporciones entre los grupos. la facción que desconoció a 
José Manuel Mireles como líder, dirigida por Estanislao Beltrán, alias 
“Papá Pitufo”, estaba integrada por personas cuestionadas por probables 
vínculos con el crimen organizado. De hecho, ya se venía comentando en 
diversos medios periodísticos el nacimiento de un nuevo cártel llamado 
los H3 o Nueva Hermandad, compuesto por autodefensas, ex Templarios 
y miembros del Cártel Jalisco Nueva generación (CjNG), representando 
la cuarta generación de la delincuencia.23 la otra facción de autodefen-
sas, dirigida por Mireles, estuvo integrada por grupos de autodefensa 
de la sierra/costa michoacana, en la que convivieron líderes indígenas y 
mestizos. El conflicto abierto entre las facciones había escalado a otras 
dimensiones, como rivalidades personales y quejas contra algunos grupos 
por haber negociado nuevamente con el crimen organizado para imponer 
su propia ley, bajo el amparo del gobierno federal. 

a pesar de que el comisionado había pactado una tregua para des-
movilizarse, Mireles y los grupos de la sierra/costa pretendieron tomar el 
puerto marítimo de lázaro Cárdenas, donde se concentraban la mayoría 
de actividades ilegales, como la utilización de precursores químicos para 
elaboración de droga sintética, y principal almacén de mineral ilícito 
exportado a asia. Tras el intento de tomar el puerto, se generó un en-
frentamiento entre grupos armados de muy dudosa y diversa filiación. la 
masacre de varios jóvenes en un puesto de control en la costa michoacana 
es un ejemplo de cómo algunos traficantes locales, autoridades y milicias 
armadas pudieron camuflarse en autodefensas y cometer fechorías y 

22 Para más información: <https://aristeguinoticias.com/2201/mexico/alfredo-casti-
llo-se-va-de-michoacan-osorio-chong/> [última consulta: 17 de junio de 2018].

23 <http://www.excelsior.com.mx/nacional/2014/05/06/957619> [última consulta: 13 
de agosto de 2014].
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manipulaciones insensatas.24 En esa masacre se encontraron presuntos 
uniformes militares y armamento enterrados bajo tierra, pero la mul-
tiplicidad de grupos iba desde supuestos autodefensas pagados por el 
“jefe de plaza”, autodefensas afines a Mireles, hasta grupos infiltrados.

En medio de este escenario, a partir del 10 de mayo de 2014, las au-
todefensas dejaron de existir oficialmente.25 se les propuso integrar un 
cuerpo policial denominado Fuerza Rural; lo mismo sucedió con algunas 
rondas y policía comunitarias, bajo el nombre de Fuerza Rural Indígena.26 
También hubo otro caso contrastante.27 Dada la preocupante infiltración, 
se procedió a aplicar exámenes psicológicos, investigación judicial, prueba 
toxicológica y física o de entrenamiento para pasar a formar parte del 
nuevo agrupamiento. Una cantidad aproximada de 5 345 autodefensas 
se registraron en primera instancia, los cuales provenían de más de 37 
municipios controlados por diversos grupos civiles armados.28 al final, 
sólo fueron reconocidos 850 elementos, a los cuales se les dotaría de uni-
formes, vehículos y armamento registrado, pero una serie de problemas 
administrativos y políticos retrasaron su equipamiento y reconocimiento 
oficial. adicionalmente, se generó una fuerte crítica de varios sectores 
políticos y sociales, incluidos algunos grupos de autodefensas de la sierra/
costa, por el reclutamiento de varias personas acusadas de haber perte-

24 “autoridades detienen en Michoacán a José Manuel Mireles”: <https://expan-
sion.mx/nacional/2014/06/27/autoridades-detienen-en-michoacan-a-jose-manuel-mire-
les> [última consulta: 18 de junio de 2018].

25 Cabe señalar que los grupos civiles de la sierra/costa fueron los menos infiltra-
dos y los más interesados en construir un esquema de seguridad civil. No obstante, los 
grupos de Ostula, Coahuayana, Chinicuila y en cierta medida Coalcomán fueron menos 
receptivos al plan del comisionado y hasta ahora siguen pugnando por controlar su 
propia seguridad. 

26 Cherán fue la excepción de dichas agrupaciones, ya que no aceptó el modelo 
policial estatal. 

27 El municipio de Tancítaro es un ejemplo interesante de cómo la seguridad se 
estaba transformando en un modelo elitista para la economía empresarial. Después de 
los grandes estragos de violencia que sufrieron las élites del municipio aguacatero, de-
cidieron formar su propio grupo de autodefensa, y posteriormente optaron por formar 
su propio cuerpo de élite de seguridad municipal. El modelo es el de una corporación 
altamente militarizada, regida por el municipio que los grandes ricos controlan, entre-
nada por fuerzas estatales. El grupo armado brindó seguridad privada a un candidato 
a gobernador y se pactó que todos los partidos apoyaran a un solo candidato a la presi-
dencia municipal en 2015. En la elección de 2018 el pacto se rompió.

28 Entrevista a funcionaria de la Comisión de seguridad y Desarrollo Integral, bajo 
principio de confidencialidad, celebrada en la ciudad de Uruapan, 4 de diciembre de 
2015. 
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necido al crimen organizado. Pese a ello, el nuevo agrupamiento policial 
se subordinó a la secretaría de seguridad Pública Estatal de una manera 
un tanto irregular. 

De forma paralela a Fuerza Rural y Fuerza Rural Indígena, se inte-
gró otro grupo armado denominado g250, integrado por los “mejores” 
elementos de las autodefensas, para buscar y detener a los líderes del 
crimen organizado. Este grupo de élite, denominado grupo de Ope-
raciones Especiales, según sus credenciales, tenía facultades de libre 
movilidad, a diferencia de la policía rural y la indígena, formalmente 
limitadas a vigilar sus comunidades. Una gran controversia se produjo 
sobre la existencia del grupo g250, ya que gran parte de ellos se movían 
territorialmente en búsqueda de delincuentes por la sierra Madre del 
sur, en grandes contingentes y con armamento sumamente poderoso. 
Excepto los líderes, casi nadie portaba uniforme y se les veía más bien 
con temor. lograron identificar a varios líderes criminales y aprehender 
a decenas de delincuentes, pero también fueron acusados de tolerar el 
tráfico de droga, la extorsión y la protección. 

las polémicas no dejaron de existir durante su tiempo de vida; a 
algunos elementos se les acusó, gracias a videos o fotografías, de tener 
relaciones de amistad con líderes templarios. No faltaron voces que los 
señalaran como un grupo paramilitar tolerado por el gobierno nacional. 
lo cierto es que, sin embargo, detrás de ello parece subyacer una dife-
rencia muy significativa, que apunta a una distancia o indiferencia de 
parte de sectores de la policía federal y del ejército con el comisionado 
federal. si el éxito de la estrategia de control de la seguridad por parte 
del comisionado significaba desarticular el imperio templario, para ello se 
necesitaba reestructurar la representación de la federación en Michoacán, 
cuyas dependencias federales no siempre colaboraron armónicamente 
con él. Esta situación parece el telón de fondo que justifica por qué se 
les dotó de enorme poder a grupos como el g250, a pesar de varias 
críticas. Puede ser cierto que este grupo actuara como los Pepes colom-
bianos (landeros, 2015), al ser apoyado por el gobierno nacional para 
la búsqueda de criminales, pero también al parecer el comisionado no 
contaba con fuerza armada real y operativa para desarticular el crimen 
organizado, que le permitiera entregar resultados oficiales inmediatos. 

En medio de las controversias, el movimiento de autodefensa fue final-
mente contenido e institucionalizado. De 200 barricadas que instauraron 
en pleno dominio templario, en marzo del 2015 sólo quedaban cinco 
de ellas; los grupos de Fuerza Rural de 19 municipios fueron aprobados 
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como policías acreditados, en un total de 37 municipios tomados por 
autodefensas. Varias comunidades purépechas presionaron para tener 
sus propias policías locales, pero sólo se instituyó Fuerza Rural Indígena 
con sede en el municipio de Paracho, donde el crimen organizado había 
tenido su centro de operaciones, pero varias comunidades indígenas 
criticaron esta disposición oficial. 

Por su parte, el g250 terminó por cumplir sus funciones de búsqueda 
de criminales y en diciembre de 2014 fue disuelto oficialmente por el 
mismo comisionado, situación que dio lugar a un enfrentamiento armado 
con la policía federal, que costó la vida a varias personas. la idea era 
que este grupo formara parte de la transformación de sistema policial 
estatal, bajo la creación de un mando unificado29 que aglutinaría a todas 
las policías municipales en una sola agrupación estatal. En la medida 
en que el mando unificado se fortaleciera con una nueva policía estatal 
denominada Fuerza Ciudadana, los grupos de Fuerza Rural e Indígena y 
g250 pasarían a formar parte de esa agrupación o serían dados de baja. 
sin embargo, tal como steffen Jensen y Finn stepputat (2001) afirman, el 
proceso de desarme, desmovilización y reinserción de grupos civiles ar-
mados a la vida pública ha significado una triste realidad a nivel mundial. 
David Pratten (2008) capta las mismas ambigüedades y contradicciones 
en torno al vigilantismo nigeriano y en gran parte africano: 

El vigilantismo expone las limitaciones de la universalización de los discur-
sos sobre derechos, derecho, movilización popular y sociedad civil. En el 
contexto de la información sobre los Bakassi Boys, por ejemplo, los activis-
tas de Human Rights Watch (hRW) se han visto atrapados entre defender al 
estado como el guardián legalmente constituido de la ley y el orden y aún 
citar a estas agencias estatales de cumplimiento de la ley como responsables 
de violaciones a los derechos humanos. Por otro lado, se han visto atrapa-
dos entre informar sobre la violencia y las violaciones cometidas por grupos 
de vigilantes, mientras que al mismo tiempo abogan por la preservación de 
los derechos de los ciudadanos a protegerse. “los grupos de vigilantes au-
tonombrados nunca deben ser un sustituto de las agencias de aplicación de 
la ley”, comentan, pero “si hay participación ciudadana” en esquemas como 
vigilancia de vecindarios, “esta participación debería estar regulada por la 

29 El mando unificado se crea a partir de un convenio del comisionado federal con 
todos los ayuntamientos para que las policías municipales ya no dependan de ellos, 
sino de una estructura policial estatal única que evite dispersión e infiltración, así como 
emprendimiento de profesionalización, homologación de salarios, etcétera., regidos por 
el C4. 
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ley y debería haber procedimientos adecuados para garantizar la rendición 
de cuentas y prevenir los abusos” (Human Rights Watch, 2002) (Pratten, 
2008: 3).30

Desde mediados de 2015, el mapa que configuraron los actores civiles 
armados fue otro. los integrantes del ex g250 siguieron estando bajo 
sospecha de estar coludidos con el crimen organizado o trabajar para 
ellos ocasionalmente. se identificó a los Viagras como el principal grupo 
armado, después de su colaboración con el gobierno nacional. lo cierto es 
que hasta finales de 2018 no hay información de su desmovilización real 
o qué han hecho con sus vidas cientos de autodefensas que participaron 
en tareas de seguridad. Un número significativo de ellos fueron asesina-
dos después de su desmovilización; otros grupos lograron negociar en 
los municipios su participación en tareas de seguridad local. En medio 
de estas historias, a un año de que fue nombrado el comisionado para 
la seguridad de Michoacán por decreto oficial, fue removido del cargo 
por el gobierno nacional, con el argumento de no alterar el proceso 
electoral de renovación de las autoridades públicas que se llevó a cabo 
en junio de 2015.31 

Desde la remoción del comisionado en enero de 2015, el panorama 
ha cambiado significativamente. la violencia criminal siguió de una 
fase de contención a una lucha abierta entre grupos de varios cárteles; 
algunos grupos civiles armados relacionados con el crimen organizado, 
como los que surgieron bajo el cobijo de las autodefensas, negociaron con 
algunos candidatos a puestos públicos para controlar la seguridad local. 
Es decir, se creó una dinámica muy activa de grupos civiles armados con 
perfil civil que se incrustaron en la política, para gestionar desde pues-
tos oficiales la seguridad a favor de ciertos intereses, no necesariamente 
legales y legítimos. Tras el nuevo gobierno estatal perredista, electo en 
2015 y en funciones desde fines del mismo año, estamos ante otra fase 
de reconfiguración armada de la violencia. En dicha reconfiguración, el 
control de la seguridad por parte del Estado está lejos de darse, a pesar 
del proceso de centralización de la seguridad que emprendió el gobierno 

30 Traducción del autor. 
31 En el marco de la reunión para evaluar los avances de pacificación en Michoa-

cán, en la ciudad de Morelia el comisionado alfredo Castillo pronunció un discurso 
que proporciona datos muy significativos de las acciones llevadas a cabo en un año 
de su gestión. Para mayor información véase <http://www.excelsior.com.mx/nacio-
nal/2015/01/23/1004156> [última consulta: 17 de junio de 2018]. 
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para terminar con los grupos civiles armados y el discurso de la ausencia 
del Estado como un motivo de la gobernanza rebelde. 

Desde principios de 2016 y hasta fines de 2018, la violencia homicida 
ha colocado a Michoacán nuevamente en los primeros lugares naciona-
les. las presiones de los cárteles por controlar el territorio michoacano 
son frecuentes, en tanto que los aparatos estatales de seguridad siguen 
experimentando cambios como la centralización de sistema policial es-
tatal y la creación de destacamentos regionales. Por su parte, los grupos 
civiles armados que lograron persistir, como los de la sierra/costa, han 
enfrentando presiones por la centralización de la seguridad pública, por 
parte del crimen organizado, para debilitarlos, además de otro tipo de 
presiones, ante los excesos cometidos por autodefensas en su búsqueda 
de justicia y seguridad.

ante este panorama, más que una conclusión, quisiera terminar con 
un comentario. De 2006 al presente, la situación de inseguridad estatal ha 
sido una constante. a pesar de que los grupos civiles armados lograron, 
en alianza con otros actores, desarticular a uno de los más poderosos 
grupos del crimen organizado y presionar para que el Estado pusiera 
atención en la seguridad y la justicia, las condiciones de violencia en 
forma de incidencia delictiva siguen causando grandes desafíos en torno 
al Estado de derecho. Obviamente, siguen presentes varios grupos de 
crimen organizado a quienes se les atribuye la violencia, en medio de la 
extensión de un control de la seguridad más centralizado por el gobierno 
estatal y donde la procuración de justicia sigue en los mismos niveles que 
en años anteriores. En este sentido, el caso de Michoacán sigue siendo 
un laboratorio para reflexionar sobre las reformas que el gobierno fede-
ral de andrés Manuel lópez Obrador está emprendiendo en cuanto a  
la seguridad. la única pregunta que planteamos es: ¿con la creación de la  
guardia Nacional se pretende remontar la incidencia delictiva, a pesar 
de todo lo que el gobierno federal ha hecho en Michoacán desde 2006?

Los retos de La seguridad en Michoacán



760

Revista Mexicana de Sociología 81, núm. 4 (octubre-diciembre, 2019): 737-763.

bIbLIOGRAfíA

ARjONA, ana, Nelson Kasfir y Zachariah Mampilly (editores) (2015). Rebel 
Governance in Civil War. Nueva York: Cambridge University Press.

bECERRIL, andrés (2014). “autodefensas dan origen a otro cártel: nace en 
Michoacán la Tercera Hermandad o H3”. Excélsior, 6 de junio. Dispo-
nible en <http://www.excelsior.com.mx/nacional/2014/05/06/957619>.

bELTRáN DEL RíO, Pascal (s/f). Michoacán. Ni un paso atrás. La política de 
la intransigencia. México: Proceso.

bLOM hANSEN, Thomas, y Finn stepputat (2006). “sovereignty revisited”. 
Annual Review of Anthropology 35: 295-315. 

CANO, arturo (2014). “sabíamos de los antecedentes criminales de El 
abuelo, expresa comunitario”. La Jornada, 9 de febrero. Disponible 
en <http://www.jornada.unam.mx/2014/02/09/politica/004n1p>.

COMISIÓN NACIONAL DE DEREChOS hUMANOS (2016). Informe especial 
sobre los grupos de autodefensa del estado de Michoacán y las violaciones a 
los derechos humanos relacionadas con el conflicto. Disponible en <http://
www.cndh.org.mx/sites/all/doc/Informes/Especiales/2016_IE_grupo-
sautodefensa.pdf> [última consulta: 9 de noviembre de 2017].

DAVIS, Diane, y anthony W. Pereira (editores) (2003). Irregular Armed Forces 
and their Role in Politic and State Formation. Cambridge: University of 
Cambridge Press.

GARCíA TINOCO, Miguel (2015). “Comisionado deja Michoacán; general 
asume mando de seguridad en el estado”. Disponible en <http://www.
excelsior.com.mx/nacional/2015/01/23/1004156> [última consulta: 17 
de junio de 2018]. 

fLORES, Carlos (2010). El estado en crisis: crimen organizado y política. Desa-
fíos para la consolidación democrática. México: Centro de Investigaciones 
y Estudios superiores en antropología social/la Casa Chata.

fRühLING, Hugo, y Joseph Tulchin (editores) (2005). Crimen y violencia 
en América Latina. Bogotá: Fondo de Cultura Económica. 

GLEDhILL, John (1999). Power and its Disguises: Anthropological Perspectives 
on Politics. londres: Pluto Press.

Salvador Maldonado aranda



761

Revista Mexicana de Sociología 81, núm. 4 (octubre-diciembre, 2019): 737-763.

GLEDhILL, John (2017). La cara oculta de la inseguridad en México. México: 
Paidós.

GUERRA MANzO, Enrique (2015). “las autodefensas en Michoacán. Mo-
vimiento social, paramilitarismo y neocaciquismo”. Política y Cultura 
44: 7-31.

GUERRA bLANCO, Édgar (2017). “Organización armada. El proceso de 
toma de decisiones de los grupos de autodefensa tepalcatepenses”, 
Estudios Sociológicos XXXVI (106): 99-124.

hERNáNDEz NAVARRO, luis (2004). Hermanos en armas. La hora de las 
policías comunitarias y las autodefensas. México: Para leer en libertad.

hUySMANS, Jeff (2014). Security Unbound. Enacting Democratic Limits. 
londres: Routledge. 

jENSEN, steffen, y Finn stepputtat (2001). Demobilizing Armed Civilians. 
Copenhagen: Centre for Development Research.

kIRSCh, Thomas, y Tilo grätz (editores) (2010). Domesticating Vigilantism 
in Africa. Nueva York: James Currey.

kRUIjT, Dirk (2010). “Reflexiones sobre la guerra y la paz en Colombia”. 
En Colombia: escenarios posibles de guerra o paz, editado por alejo Vargas 
Velásquez. Bogotá: Universidad Nacional de Colombia.

LANDEROS, María Teresa (2015). Guerras recicladas. Una historia periodística 
del paramilitarismo en Colombia. Bogotá: aguilar.

LE COUR GRANDMAISON, Romain (2016). “´Vigilar y limpiar. Identifica-
tion and selp-help justice making in Michoacán, México”. Politix 3 
(115): 103-125.

LIDOW, Nicholai Hart (2016). Violent Order. Understanding Rebel Governance 
through Liberia’s Civil War. Nueva York: Cambridge University Press.

LÓpEz, lorena (2017). “En 2017, despliegue militar anticrimen costó 32 
mil mdp”. Milenio, 3 de diciembre. Disponible en <www.milenio.com/
politica/costo-despliegue-militar-anticrimen-sedena-ejercito-crimina-
lidad-presupuesto-milenio_0_1078092202.html> [última consulta: 4 
de diciembre de 2017].

LUND, Joshua (2011). “The poetics of paramilitarism”. Hispánica Moderna 
64 (1): 61-67.

Los retos de La seguridad en Michoacán



762

Revista Mexicana de Sociología 81, núm. 4 (octubre-diciembre, 2019): 737-763.

MAERkER, Denise (2014). “auxilio, ¿dónde está el Estado? Nexos 436.

MALDONADO ARANDA, salvador (2010). Los márgenes del estado mexicano. 
Territorios ilegales, desarrollo y violencia en Michoacán. Michoacán: El 
Colegio de Michoacán.

MALDONADO ARANDA, salvador (2012). “Drogas, violencia y militariza-
ción en el México rural. El caso de Michoacán”. Revista Mexicana de 
Sociología 74 (1): 5-39.

MALDONADO ARANDA, salvador (2014). “Michoacán y las autodefensas: 
¿cómo llegamos aquí?” Nexos. Disponible en <https://redaccion.nexos.
com.mx/?p=6011> [última consulta: 9 de enero de 2018]. 

MALDONADO ARANDA, salvador (2018). La ilusión de la seguridad. Violencia y 
política en la periferia michoacana. Michoacán: El Colegio de Michoacán. 

MARíN, CARLOS (2014). “los justicieros mexicanos en El País”. Milenio.
com. Disponible en <http://www.milenio.com/firmas/carlos_marin/
justicieros-michoacanos-Pais_18_230556974.html>.

MAULEÓN, Héctor de (2014). “los secretos de Michoacán. Entrevista con 
alfredo Castillo”. Nexos, 1 de diciembre. Disponible en <https://www.
nexos.com.mx/?p=23506> [última consulta: 20 de junio de 2018].

MCDONALD, Matt, y lee Wilson (2017). “Trouble in Paradise: Contesting 
security in Bali”. Security Dialogue 48 (3): 241-258.

pANTOjA, Juan Camilo (2017). “guerrero: o cómo la violencia no ha 
matado la esperanza”. En Violencia y paz. Diagnósticos y propuestas para 
México, editado por Froylán Enciso. México: El Colegio de México/
Comisión Nacional de los Derechos Humanos/Instituto Belisario 
Domínguez. 

pANSTERS, Wil g. (2015). “‘We had to pay to live!’ Competing sovereign-
ties in violent Mexico”. Conflict and Society: Advances in Research 1: 
144-164.

pRATTEN, David (2008), “Introduction: The politics of protection: Pers-
pectives on vigilantism in Nigeria”. Africa 78 (I). 

pRATTEN, David, y atreyee sen (editores) (2008). Global Vigilantes. Nueva 
York: Columbia University Press. 

Salvador Maldonado aranda



763

Revista Mexicana de Sociología 81, núm. 4 (octubre-diciembre, 2019): 737-763.

RAby, David (1968). “los maestros rurales y los conflictos sociales en 
México (1934-1940). Historia Mexicana 18 (2). 

TySON, adam (2013). “Vigilantism and violence in descentralized Indo-
nesia. The case lombok”. Critical Asian Studies 45 (2): 201-230. 

VARGAS VELázqUEz, alejo (coordinador) (2010). Seguridad en democracia. 
Un reto a la violencia en América Latina. Buenos aires: Consejo latino-
americano de Ciencias sociales.

VELEDíAz, Juan (2010). Un general sin memoria. Una crónica de los silencios 
del ejército mexicano. México: Debate.

záRATE hERNáNDEz, José Eduardo (2001). Los Señores de Utopía. Etnicidad 
política en una comunidad p’urhépecha: Santa Fe de la Laguna-Ueamuo. 
Michoacán: El Colegio de Michoacán/Centro de Investigaciones y 
Estudios superiores en antropología social. 

zEpEDA GIL, Raúl (2016). “Violencia en Tierra Caliente: guerra criminal e 
intervenciones federales de 2000 a 2014”. Tesis de maestría. México: 
El Colegio de México.

Recibido: 22 de enero de 2018

aceptado: 20 de agosto de 2018

Los retos de La seguridad en Michoacán


